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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Linra. 5 de noviembre de 2018

ASI tNt O

Iiccurso de agmvio constituoional interpuesto por Ia Oficina de Normalizacio¡
Previsional (ONP) contra la resolución de fojas 71, de lecha 22 de julio de 2016.
cxpcdida por Ia Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Arcquip¡ que
confirmando la apelada, declaró ;nlproccdcntc la dem¡nda de autos.

cia ernitida en el Expedientc 00987-201,l-PA/l C, publicada en el diario
cial Et Peruono el 29 de agosto de 201,1, estc Tribunal estableció, en el
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1ündamcnto 49, con carácter de precedente, quc sc cxpedirá sentencia interlocutoria
denegatoria, dictada sin más t¡ámite, cuando se presente alguno de los siguientes
supuestos, que igualmcnte esl¿'in conlenidos en el arrículo 1l del Reglamento
\oflnaii\ o del Tribundl Cñ|l.riru. ion:rli

ril

a)

b)

c)

Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión de Derecho contenida en el rccurso no sea de especial
trascendcncia constilucional,
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal
Constit!¡cional.
Se haya decidido de manera desestimeloria en casos sustancialmcntc iguales.d)

2. En el prcsentc caso, se evidencia que el recurso de agravio no está ref¡rido a una
cucsl;ón de Derecho de especial trasccndencia constitucional. Al rcspccto, un
.ccurso carece de esta cualidad cuando: (i) ¡to está relacionado con el contenido
corlstilr¡cionallnente prolegido dc un derecho lundamental; (ii) versa sobre un
asunto materiaimente excluido del proceso de tutela de que se trat¿U o (iii) lo
pretendido no aludc a un asunlo que requiere una tutela de especial urgencia.

i. Ilxpresado de otro rnodo, y teniendo en cuenta Io prccisado en el lundamento 50 dc
la sentencia cmitida en el Expediente 00987-20 i 4-PA/TC, una cuesrión ¡o reristu
especial trasccndcncia constitucional en los siguientes casos: (i) si una lulura
resolución del Tribunal Conslilr¡cional no soluciona algún conllicto de relevancia
conslil!¡cional. pues no (rxislc lcsión que comprometa cl derecho lundamental
involucrado o se trata de un asunlo que no corresponde resolver en la lta
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constilucional; o (ii) si no cxislc necesidad de lütelar de nlanera urgente el derecho
constitLrcional invocado y no median razones sub_jetivas u objetivas quc hallilitcn a

esle órgano colegiado para erritir un pronunciamien!o de fondo.

En el presente caso, la recurrente pretende que se declare la nulidad de lo siguicntc:
i) la Resolución 20. de fecha 20 de aSosto de 2011 (t 9). expedida por el I'ercer
Juzgado de Trabajo de Arequipa, que dcclaró lener por no cumplido el mandato de
ejecución de sentencia al no haberse curnplido con el'ectuar el cálculo de Ios
intcrcscs legales pensioDarios con la tasa de interés legal cfcctiva; ) ii) el Auto de

201s-SLT, de lecha 3l de diciembre de 2015 (1'. l3), cmitido por Ia Sala
ransiloria de la Corte Superior de Justicia de Arcquipa que conllr¡¡ó la

Scgún Ia denrandante han vuherado sus dercchos llndamentales a la tutela
'occsal ef¿ctiva y al debido proceso por haberse dispuesto la capitalización de
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intereses legales.

5. No obstante, del escrito de la demanda y de los actuados es posible advertir que la
real pretensión de Ia demandaote Do es cuestionar las aludidas resoluciones sino la
Scnte¡cia 873-2012. de fecha 5 de noviembre de 2012, emitida en prirnera instancr.r
que, al declarar fundada la dcmanda interpuesta por don Agustín Arias Vilca, le
ordenó a la ONP que pague los inlereses pensionarios utilizando para su cálculo la
lasa de interés legal elecliva publicada por el Banco Central de Reserva del Perú.
En esta línea de lo expuesto, lo cuestionado por la pa¡1e recurrente cs el crileriL,
¡dop¡ado por las instancias precedentcs. lln tal sentido, el presentc rccLrrso carece
de especial tmsceñdencia constitLlcionalen tanto el recla¡no alegado no fofl¡a parle
delcontenido constitlrcionalmenle protegido por los dcrechos invocados, por lo quc
debe ser rechazado.

6. En consecuencia, y dc lo expuesto en los lundamentos 2 a 5,t¡rpld, se verifica que
el presente recurso dc agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista qn el
acápite b) del fundamento ¿19 de la sentencia cmitida en el Expediente 00987-201,1-
PA/TC y en el inciso b) del artículo 11 del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esla razóI, correspondc declarar, sin más tránite, ¡nprocedenle
cl rccurso de agravio constitucional.

Por cstos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le
conlierc la CoDslilución Política del Perú. y la paticipación del nragistrado Espinosa-
Sald¡ña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscitada por el voto singular dcl
magistrado Ferrero Cosla.

Además. se inclLryc el funda¡nento de vo¡o del magistrado Espinosa,Saldaña
llarrera.
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Declarar IMPROCIIDEN'I'E cl rccurco dc agravio coDslitucional porque la cuestión de
Dcrecho conlenida en el recurso oarece de espe I trascende¡lcia constitucional

Publíquese y notifiquese

SS.

-\lllt,\Nt),\ C,\\At,tis
s,\lI)(iN I) l,t t'.\B()At)A
ESPIN()SA-SAI,I)ANA

L'XP. N." 04 t6ó-2016J,,\/tC
AREQLIIPA
OFICINA Dll NORMA LI ZAC I ór_
PITLVISIONAL (ONP)
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ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA
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¡,UNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SAI,DAÑA
AARRtrRA

Coinoido co¡ el senlido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
nccesario señalar lo siguiente:

Nuestra responsabilidad como jueces constitucionales del 'l¡ibunal

Constitucional peruano incluyc pronuncia¡se con resolucioncs comprensibles, y
a la vcz, rigurosas técnicamente. Si no se toma en cuenta ello, el Tribunal
Constitucional i¡lta a su responsabilidad iÍstitucional de concretización de la
Constitución, pues debe hacerse entender a cabalidad en la compresión del
ordenamiento jurídico conforme a los principios, valores y demás preccptos de
esta misma Constitución.

2. Iln ese sentido, coDvendria advertir a la recurrente que en el ordenamiento
ju dico pe¡uano, conforme al adículo 4 del Código Procesal Constitucional, 1a

tutela procesal efectiva incluye al debido proceso en sus diversas
manifestacioncs.

s.
'u'cl

(,, a6-L

La co
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\rOTO SINGIIL^ll DI,I,L MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con l¿r potesud quc me oto¡ga Ia Constilución, y con el mayor respeto por Ia ponencia
de mi colcga magislrado. enrito el presente vofo singul¿u. para cxprcsar rcspcluosamenle
clue disicnto dcl prccedente vinculante cstablecido e¡ la Sentcncia 00987-2014-PAJ fC,
SI-IN IBNCI^ INIIIRLOCUTORIA DIINIIGA'IORIA, po¡ los fundamentos que a

continuación expongo:

El, TRIBUNAI, CoNsrlTtlctoNAr- coMo coRTE DE REvtsróN o r-ALLo y No DE

cAsA( ró\

2. t-a Ley li'undamcntal de 1979 estableció que el l'ribunal de Garantías
ConslitL¡cionales cra un órgano de control de la Constitución, quc tcnía jurisdicción
cn todo el tcrritorio nacional para conocer, en vía de casacíón, de los habeas corpus
y anparos de¡egados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia una instancia habilitada para lalla¡ cn fo¡ma definitiva sobrc la causa. Ils
dccir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
dcrcr hos rrcunociJus L n la Constirución.

3. Iln csc sentido. la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Gara¡tías
('onstitr¡cionales. vigente en ese mome¡to, estableció, en sus artícu1os 42 al 46. que
dicho ólgano, al cnconlrar una resolución denegaloria que ha violado la ley o la ha
aplicado en lbrma errada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
t¡amitación y rcsolución dc la dcmanda, p¡ocederá a casar la sentencia y, lüego de
señalar la defioiencia, devolverá los actuados a la Cortc Suprcma dc Justicia dc la
Repúbiica (reenvío) para que emita nuevo 1állo siguiendo sus lineamientos.
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los p¡occsos constitucionales
mencionados.

I.ll r¡odclo dc tutcla antc amenazas y v!¡lneración de derechos 1ie se amente
noclilicaclo en la Constitución dc 1993. Iln primer lugar, se amplían los
mccanismos de 1L¡tela de dos a cuatro. a saber, habeas corpus, ampañ, habeas datd
y acción dc cumplimicnlo. lin scgundo lugar. se crea al Tribunal Constitucional
oomo ólgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
caliñca erróneamenle como "ó¡gano de control de la Constitución". No obstante, en

.t

if,/l

1. l,a Constitución dc 1979 crcó el Tribunal de Carantías Constitucionalcs como
instancia dc casación y la Constitución de 1993 convi ió al 'Iribunal Constitucional
en inslancia de 1állo. La Constitución del 79, por p mcra vcz cn nuestra historia
constitucional. dispuso ia creación de un órgano ad lroc, indcpendiente del Poder
.frLdicial. con la tarca de garanlizar la supremacia constitucional y la !igencia plena
dc los dc¡cchos lirndamcnlalcs.
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maleria de proccsos constjtucionalcs de la liberlad, la Constitl.¡ción establece quc el
lribunal CorTstitucional es inslancia de revisión o fallo.

6. Como se advierte, a dil¡rencia de lo que acontece en otros paises. en los cuales el
acccso a la úl1ima instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiorari
(Suprema Cote dc los Estados lJnidos), cn cl Pcrú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de inlerpretación de la Constitució¡ capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de ia libeñad cuaDdo el agraviado no haya obtcnido una
prolccción dc su dcrecho e¡ sede del Poder Judicial. En otras palabras. si lo quc
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un dc¡ccho fundamental, se
dcbc abrir la vía cor¡cspondie¡te pam que el T¡ibunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura dc esta vía solo se produce si se permite al
pelicionante colaborar con los .iueces constitucionales mediante un pormenorizado
rnrlr'i. d. Io qu. sc pretend.. Je lu que.c inr ot a.

7. Lo conslitucional es escuchar a la parte como concretización de su dc¡echo
irrenunciable a la dcfcnsa; además, un Tribunal Constilucional constituye cl más
electivo mcdio dc defe¡sa de los derechos fundamentales frentc a los poderes
públicos y privados. lo cual evidencia el t unlb de la justicia flentc a la
arbitrariedad.

w t tilililililtililil1 lill
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El, DuRr('Uo 
^ 

suR oiDo coMo \la\t!'lts'IActóN DE LA DEI\IOCR^TIZACIóN D[ Los
PRoarsos CoNSrtrtrctoN,\LEs Du t,Á r.muR't at)

8. I-a adninistración dc juslicia conslitucional de la libertad que brinda cl Tribu11al
(lonslltucional, desde su creación, es respetuosa, col'¡1o coüesponde. del derccho de

ff(

5. Cabe señaiar que la Constitución Politica dcl Pe¡u, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al lribunal Constitucional "conocer, en última y
L¡efinili|d inslancicl, lds rcsolucbfies dcnegatotias dicktdas en los procesos de

hubeas corpus, amparo, habeas dato y acción de cumplímienb". Esla disposición
conslitucional, desdc una posiciór'r de lianoa tutela de los derechos ftrndamentales,
cxigc quc cl I¡ibunal Constitucional cscuche y evalúe los alegatos de c¡uien se

cslima anlenazado o agraviado en un derecho Iundamental. Una lectura diversa
co¡t¡avendria mandatos esenciales de la Conslitución, como so¡ el principio de

dcfcnsa dc la pcrsona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
socicdad y del Bstado (articulo l), y "la ob.sen'ancia del debido proceso y tutela

¡ttisdiccbnttl- Nínguna per"'ona puede ser desviada de la ¡uisdicción
predelcrminadd pot lL¡ ley, i somelida a procedimienlo dislinlo de los pretiamenle
e'tablecid¡¡s, ni j zgadd por tirganos jurisdicc¡onales ¿e ercepciólt n¡ llut'
comisiones espacioles creada.r al clicto cuolquierd sed su denominación",
consagrada cn el articulo 119, inciso 3.
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9. Prccisamente. mi alejamiento respecto a la emisión dc una ¡csolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está rclacionado con la defensa, la cual, sólo es

eléctiva cuando el justiciablc y sus abogados pucden cxponer, de manera escrita y
oral, los algumcntos pc(inentcs, concretándosc el principio de inmediacion quc
dcbe rcgir cn todo proceso constitucional.

10. Sobre la inten'ención de las pañes, corresponde señalar que. en tanto que la
porcstad dc administrar justicia constituyc una manif¡stación dcl poder que el
llslado ostcnl¿ sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con .^stricto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
inciuye cl dcrecho a se¡ oido con las debidas gara¡tías.

I 1. Cabe añadir que la participación dirccta dc las partcs, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista. también constituye un elemento quc
dcmoc¡atiza el proceso. De lo contra o, se decidiría sobre la esl'era de interés de
una pcrsona sin pcrmitirlc alcgar 1o correspondiente a su favor, lo que resultaria
cxcluvcntc y antidemocrático. Adcmás, el TribuDal Constitucional tie¡e el deber
includiblc de oplirnizar. en cada caso concreto. las razones, los motivos y los
argLrmentos que justitican sus dccisioncs, porquc el Tribunal Constitucional se

legiliüa no por ser un tribunal de justicia, sino por Ia justicia de sus razones, por
cxpresar de modo suficicntc las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. Ln ese senlido, la Corte Interamericana dc Dc¡cchos Ilumanos ha establecido que el
derecho de delens¿ "obliga ol Estddo a trdt.D al individuo en todo momento co lo
un vcrtlaclcrosujeto del proceso, en el mú"'umplio sentido de esÍe concepto, y fio
sinplcmenlc como objeb del mismo"t , y que "pdra que exiÍt.t debido proceso legal
cs pre.¡so que lm.¡ust¡cidble pueda hacer y¿ier sus derecht¡"^ y de/¿ndet sus
int!rt\¿s.n_lur o elidi'Lr ! en cond¡cionet de igualdad proce;'al con o¡ros
it.Jtitiuhlts"'.

' Cortc IDII. Caso Baneto Leiva vs. Venezuela, scntencia del 17 de noviembre de 2009.
pára1b 29.
2 Corte IDIL Caso Hilaire. Constantine y Benjamin y otros vs. 'l'rinidad y Tobago,
scntcncia dcl 2l de iunio de 2002, párrafo 146.
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del¡nsa inhercntc a toda persona, cuya manileslación prima a es el de¡echo a ser

oido con todas las debidas garanlías al intcrior dc cualquier proceso en el cual se

detc¡nlnen sus dcrcchos, intereses y obligaciones.
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13. lil modclo dc "inslancia de lallo" plasmado e¡ la Constitución no puede ser

dcsvirtuado por el Tribunal Conslilucional si no es con grave violaci<in de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intórprctc sup.cmo, pero no su relbrmador, toda
vez que co¡no órgaDo constituido también está sometido a Ia Constitución.

1,1. Cua¡1do sc aplica a un proceso constitucional de la libertad la dcnominada
"scnlcncia interloclrtoria', el recuño de agravio constilucional (R{C) picrde su

vcrdadera esencia julidica, ya que el 1'ribunal Constitucional no tiene compet<ncic
paLa "rc!isar-" Di l¡ucho mcnos "recalificar" elrecurso de agravio constitucional.

15. De conlorrnidad con los articulos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
'l' bLrnal Co¡stitncional no "concede" el recu¡so. Esta es una competencia dc la
Sala Supcrior dcl Podcr Judicial. Al -lribunal lo que lc conesponde es conocer del
I{AC y pronunciarse sobre el lbndo. Por ende, no le ha sido dada Ia competencia de

rechazar dicho recurso, sino por el conlra o de "conocer" lo que la pañe alega
cotno un agravio que le causa i¡defensión.

16. l)or otro lado, la "sentencia inlerlocutoria" establece como supuestos para su

aplicación lónüulas imprecisas y amplias cuyo conlenido, en el mejor de los casos,

rcquiclc ser aclarado, justiñcado y conc¡etado en supuestos especíiicos, a saber.
idcntificar cn qué casos se aplicaría. No hacerlo. no definirlo, ni justiñcarlo,
coDviete el empleo de la precitada senlencia en a¡bit¡ario, toda vez que se podria
af¡ctar. cntrc otros, cl dcrecho fundamcrltal de del'ensa. e¡ su manil'eslación de ser
oido con las debidas garantias. pues ello daría lugar a dccisioncs subjctivas y
carentes de predictibilidad. aléctando notablemente a los justiciablcs, quicnes
lendríai que adivi¡ar qué resolverá el Tribunai Constitucional antcs dc p¡cscntar su
rcspectiva demanda.

I7. Por lo demás. ,r?r/al¡s t uland¡s. e\ ptecedente vincl¡lante conlenido en la Sentencia
00987-2014-PA/ lC ¡cpitc lo scñalado por el Tribunal Conslitl¡cional en otros
l'allos. corno en el caso Luis Sánchez l,agomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005 PIIC/Tq. Del mismo modo, constituye una reafirmación de la naturaleza
procesal dt: los procesos constitucionalcs de la libertad (supletoriedad, vía pre!ia,
vías paralelas, litispendencia. invocación del derecho constitucionai líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los p¡ocesos constitucionales de la libertad sean de
una nalüralcza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo pdra quc se pueda desvirtuar la cscncia principal del recr¡¡so de agrario
conslitr¡cional.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en scdc constitucional represenla la
última posibilidad para protcgcr y reparar los derechos lundameDtales de los
agraviados, volo a favor dc que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vjsta. lo quc garantiza que el T¡ibunal Constituoional, el1 tanto instancia última y
dclinitiva. sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derccht¡s esencjalcs cuando no cncucntran justicia en el Poder Judicial;
espccialncntc si sc ticne en cuenta que, agotada la vía constitr,rcional, al justiciable
solo lc qucda cl camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos
hut'nanos.

20. Como atirmó Raúl Fcrrero l{cbagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo- una delensa lotal de la Constitución, pues si toda garanlia constitucional
enüaña cl acceso a la p¡estación iurisdiccional, cada cual al defender su derecho
cs1á dcl¡ndicndo cl dc los dcmás y cl dc la comunidad quc rcsulta oprimida o
cnvilccida sin la protección judicial auténtica".

Lo qu
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